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Certiorari 

procedente del 

Tribunal de  

Primera 

Instancia, Sala 

de Utuado  

 

Civil Núm.: 

L AC2002-0054 

 

Sobre:  

Partición de 

Herencia 

Panel integrado por su presidente, el Juez Figueroa 

Cabán, la Juez Birriel Cardona y la Juez Ortiz Flores 

 

Figueroa Cabán, Juez Ponente 

 

 

RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

 Comparece el Sra. Aida Luz Chico Peña, en 

adelante la señora Chico o la peticionaria, y solicita 

que revoquemos una Resolución, emitida por la Jueza 

Subadministradora Regional, Wanda Concepción Figueroa, 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de Utuado, en 

adelante TPI, mediante la cual, se declaró no ha lugar 

una solicitud de inhibición del juez que dirige los 

procedimientos del caso de epígrafe ante el TPI. 

Por los fundamentos que expondremos a 

continuación, se deniega el auto de certiorari. 

-I- 

En el contexto de un pleito de partición de 

herencia, la señora Chico presentó una Moción 

Solicitando Inhibición de Juez. Alegó, en esencia, que 

en un caso íntimamente relacionado con el de epígrafe, 
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por estar involucrados los mismos bienes inmuebles, el 

juez que preside los procedimientos del caso ante nos 

evaluó prueba documental y testifical “que escuchará 

en el presente caso”.
1
 

La Jueza Subadministradora Regional atendió el 

planteamiento de la peticionaria y emitió una 

Resolución mediante la cual denegó la solicitud de 

inhibición. Determinó, que no todo contacto previo con 

la prueba incapacita a un juzgador para dilucidar las 

controversias planteadas en un litigio.
2
 

Para alcanzar dicha conclusión, razonó que hay 

que examinar la naturaleza del procedimiento, la 

relación del juez con la prueba y los efectos de esa 

relación sobre imparcialidad del juzgador de los 

hechos.
3
 De modo, que para que prospere un 

planteamiento de inhibición de un juez, es necesario 

que el promovente le indique al tribunal los eventos 

que pueden generar un potencial perjuicio, así como el 

grado específico de relación del juez con la prueba, 

que justifican la inhibición.
4
  

Inconforme con dicha determinación, el 

peticionario presentó un recurso de Certiorari en el 

que alega que el TPI cometió el siguiente error: 

Err[ó] el Tribunal de Primera Instancia 

a[l] dec[l]arar no ha lugar la moci[ó]n 

de inhibici[ó]n al indicar que no 

encuentra base suficiente que justifique 

la recusaci[ó]n del juez.  

 

                                                 
1 Apéndice de la peticionaria, Moción Solicitando Inhibición de 

Juez, págs. 7-11. 
2 Id., Resolución, págs. 3-6. 
3 Id. 
4 Id. 
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Conforme a la Regla 7 (B) (5) del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, este Tribunal tiene la 

facultad de prescindir de escritos, en cualquier caso 

ante su consideración, con el propósito de lograr su 

más justo y eficiente despacho.
5
 En consideración a lo 

anterior, eximimos al recurrido de presentar su 

alegato en oposición a la expedición del auto. 

Examinado el escrito de la peticionaria y los 

documentos que obran en autos, estamos en posición de 

resolver. 

-II- 

A. 

La Regla 52.1 de las de Procedimiento Civil 

enumera aquellos incidentes procesales aptos para 

revisión mediante certiorari. Sobre el particular, 

dispone lo siguiente: 

El recurso de certiorari para revisar 

resoluciones u órdenes interlocutorias 

dictadas por el Tribunal de Primera 

Instancia, solamente será expedido por el 

Tribunal de Apelaciones cuando se recurra 

de una resolución u orden bajo las Reglas 

56 y 57 o de la denegatoria de una moción 

de carácter dispositivo.  No obstante, y 

por excepción a lo dispuesto 

anteriormente, el Tribunal de Apelaciones 

podrá revisar órdenes o resoluciones 

interlocutorias dictadas por el Tribunal 

de Primera Instancia cuando se recurra de 

decisiones sobre la admisibilidad de 

testigos de hechos o peritos esenciales, 

asuntos relativos a privilegios 

evidenciarios, anotaciones de rebeldía o 

en casos de relaciones de familia, en 

casos que revistan interés público o en 

cualquier otra situación en la cual 

esperar a la apelación constituiría un 

fracaso irremediable de la justicia. 

[….]
6
 

                                                 
5 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 7 (B) (5). 
6 32 LPRA Ap. V, R. 52.1. 
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Además, la Regla 52.1 de las de Procedimiento 

Civil, establece que “[t]odo procedimiento de 

apelación, certiorari, certificación, y cualquier otro 

procedimiento para revisar sentencias y resoluciones se 

tramitará de acuerdo con la Ley aplicable, estas reglas 

y las reglas que adopte el Tribunal Supremo de Puerto 

Rico”.
7
 Así pues, “cuando un pleito es incoado bajo un 

procedimiento especial, se evalúa también la 

procedencia del recurso a la luz del estatuto 

habilitador”.
8
 

B. 

El auto de certiorari es el vehículo procesal 

extraordinario utilizado para que un tribunal de mayor 

jerarquía pueda corregir un error de derecho cometido 

por un tribunal inferior.
9
 Distinto al recurso de 

apelación, el tribunal de superior jerarquía tiene la 

facultad de expedir el auto de certiorari de manera 

discrecional, por tratarse de ordinario de asuntos 

interlocutorios. Sin embargo, nuestra discreción debe 

ejercerse de manera razonable, procurando siempre 

lograr una solución justiciera.
10 

Por su parte, la Regla 40 del Reglamento de este 

Tribunal establece los criterios que debemos tomar en 

consideración al atender una solicitud de expedición 

de un auto de certiorari. Sobre el particular dispone: 

                                                 
7 Id. (Énfasis suplido). 
8 Medina Nazario v. McNeil Healthcare LLC, res. el 2 de marzo de 

2016, 194 DPR ___ (2016), 2016 TSPR 36. 
9 Pueblo v. Colón Mendoza, 149 DPR 630, 637 (1999). 
10 Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 98 (2008); 

Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001). 
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El Tribunal tomará en consideración los 

siguientes criterios al determinar la 

expedición de un auto de certiorari o de 

una orden de mostrar causa: 

 

A. Si el remedio y la disposición de la 

decisión recurrida, a diferencia de 

sus fundamentos, son contrarios a 

derecho. 

 

B. Si la situación de hechos planteada 

es la más indicada para el análisis 

del problema. 

 

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad 

o error craso y manifiesto en la 

apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia. 

 

D. Si el asunto planteado exige 

consideración más detenida a la luz 

de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos 

más elaborados. 

 

E. Si la etapa del procedimiento en que 

se presenta el caso es la más 

propicia para su consideración. 

 

F. Si la expedición del auto o de la 

orden de mostrar causa no causan un 

fraccionamiento indebido del pleito y 

una dilación indeseable en la 

solución final del litigio. 

 

G. Si la expedición del auto o de la 

orden de mostrar causa evita un 

fracaso de la justicia.
11
  

 

Finalmente, en cuanto a la denegatoria de un 

recurso de certiorari por un tribunal de apelaciones, 

el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha destacado que 

dicha acción no prejuzga los méritos del caso o la 

cuestión planteada, pudiendo ello ser reproducido 

nuevamente mediante el correspondiente recurso de 

apelación.
12
 De esta forma, la parte afectada por la 

decisión que finalmente tome el tribunal de primera 

                                                 
11 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. 
12 García v. Padró, 165 DPR 324, 336 (2005). 
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instancia, no queda privada de la oportunidad de hacer 

ante el foro apelativo los planteamientos que entienda 

procedentes una vez se resuelva el pleito en el foro 

primario.
13
 

-III- 

En primer lugar, la denegatoria de una moción 

solicitando la inhibición de un juez no es una 

determinación interlocutoria revisable ipso facto bajo 

la Regla 52.1 de las de Procedimiento Civil.
14
 Por el 

contrario, será revisable por excepción, si reviste 

interés público o cuando esperar a la apelación 

constituiría un fracaso irremediable de la justicia.
15
 

Sin embargo, la peticionaria no ha alegado, ni menos 

aún establecido, la existencia de una situación 

extrema que configure las dos notables excepciones que 

reconoce la Regla 52.1 de las de Procedimiento Civil 

para revisar una determinación interlocutoria.  

En segundo lugar, si para efectos de 

argumentación asumimos, que la denegatoria de una 

resolución de inhibición de un juez es una 

determinación interlocutoria revisable por este 

tribunal intermedio mediante certiorari, en el caso 

ante nuestra consideración la resolución es correcta 

en derecho, por lo cual, no se justifica nuestra 

intervención revisora. Regla 40 (A) del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, supra. 

                                                 
13 Núñez Borges v. Pauneto Rivera, 130 DPR 749, 755-756 (1992). 
14 32 LPRA Ap. V, R. 52.1 
15 Id. 
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Esto es así, ya que salta a la vista que la 

peticionaria no satisfizo el estándar de precisión y 

rigor que justifica la expedición de una solicitud de 

inhibición. Así pues, la peticionaria no examinó con 

precisión la naturaleza del procedimiento, la relación 

del juez con la prueba, ni el efecto de esta relación 

con la imparcialidad del juzgador. Particularmente, la 

peticionaria no probó que el grado de contacto del 

juez con la prueba minó la imparcialidad que debe 

caracterizar la conducta del juzgador de hechos.
16
 En 

otras palabras, la peticionaria no demostró afirmativa 

y específicamente en que consistió el prejuicio y la 

parcialidad.
17
 

Por el contrario, la moción de inhibición de la 

peticionaria, además de tardía, solo presenta 

alegaciones generales, imprecisas, en fin, incapaces 

de justificar la concesión de un remedio tan drástico 

como la inhibición del juzgador de hecho. Ante este 

escenario, no incidió la Jueza Subadministradora 

Regional al denegar la solicitud de la señora Chico. 

Finalmente, no encontramos ningún otro fundamento 

bajo la Regla 40 que justifique la expedición del 

auto.   

-IV- 

Por los fundamentos previamente expuestos, se 

deniega el auto de certiorari.   

Notifíquese.  

                                                 
16 Pueblo v. Martés Olán, 103 DPR 351, 356 (1975). 
17 Pueblo v. Dones Arroyo, 106 DPR 303, 305 (1977). 
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Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

La juez Birriel Cardona disiente con opinión 

escrita.  

 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones
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CERTIORARI 
procedente del 

Tribunal de 
Primera Instancia, 

Sala de Utuado 
 

Civil número:  
L AC2002-0054 

 
Sobre: 

Partición de 

Herencia 

 

Panel integrado por su presidente, el juez Figueroa Cabán, 

y las juezas Birriel Cardona y Ortiz Flores. 

 

VOTO DISIDENTE 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

Me veo precisada a disentir de la mayoría ya que el 

recurso de certiorari presentado por la peticionaria        

Sra. Aida Luz Chico Peña fue resuelto sin contar con el 

alegato de la parte recurrida solo con su Moción de 

Desestimación del Recurso y sin contar con los autos 

originales del caso L AC2002-0054.  

El Reglamento del Tribunal de Apelaciones le reconoce 

discreción y le provee flexibilidad a ese foro para tramitar 

los recursos ante sí de manera ágil y eficiente. 4 LPRA     

Ap. XXII-B, R. 2, 8. No obstante, el ejercicio de esa 

discreción no puede tener el efecto de perjudicar el derecho 

a apelar de las partes, para cuya garantía fue creado 

precisamente el Tribunal de Apelaciones. Art. 4.002 de la 
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Ley de la Judicatura del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico de 2003, Ley Núm. 21-2003, 4 LPRA sec. 24u; Pueblo 

v. Rodríguez Ruiz, 157 DPR 288, 294 (2002). La discreción 

judicial, instrumento esencial al que continuamente 

recurren los jueces en el desempeño de sus funciones, está 

inexorablemente ligada a nociones de razonabilidad, según 

el contexto particular en el que ésta se ejerza. García v. 

Padró, 165 DPR 324, 335 (2005); Pueblo v. Ortega 

Santiago, 125 DPR 203, 211 (1990). 

 

 

OLGA E. BIRRIEL CARDONA 

JUEZA DE APELACIONES 
 

 
 


